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OBJETIVOS 

OBJETIVO GENERAL: 

 

Identificar las características de los contratos de prestación de servicios, de 

asociación cooperativa y de trabajo determinando la presencia de los elementos 

de una relación laboral.  

 

OBJETIVOS ESPECIFICOS: 

 

 Reconocer los elementos que conforman la relación laboral. 

 

 Identificar las características del contrato de prestación de servicios. 

 

 Reconocer en qué momento se desconfigura el contrato de prestación de servicios 

y se genera la relación laboral que da origen a un contrato de trabajo. 

 

 Reconocer las características del contrato de asociación cooperativa. 

 

 Reconocer en qué momento se desconfigura el contrato de asociación cooperativa 

y se convierte en relación laboral. 

 

 Comparar lo sucedido en estados como Chile, Costa Rica, Perú y Venezuela 

frente a la existencia del contrato realidad. 
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METODOLOGIA 

 

El presente trabajo se ha realizado a partir de la búsqueda y análisis del material 

documental y bibliográfico en ciencias sociales útil para la realización de la 

investigación, en el entendido que es necesario determinar el estado actual del 

tema materia de la investigación. 

 

El propósito de la elaboración es poner de presente las fuentes bibliográficas 

jurídicas que serán tenidas en cuenta al momento de abordar la investigación y 

que servirán para lograr los objetivos propuestos. 

 

Por lo enunciado se abordarán dos líneas marcadas en la investigación en la que 

se desarrollará en principio un método jurídico – descriptivo, buscando abordar la 

temática especificando todos los elementos necesarios para conocer la 

problemática en su totalidad y en segunda parte se manejará un método jurídico – 

comparativo en el que se buscaran semejanzas y/o diferencias entre el sistema 

jurídico colombiano y el de otros Estados. 

 

Con el fin de cumplir con dicho planteamiento se analizará jurisprudencia de 

tribunales internacionales en las cuales se ha tratado el tema de la primacía de la 

realidad en las relaciones laborales y se tendrá en cuenta la aplicación y manejo 

del concepto vigente de países como Venezuela, Chile, Perú y Costa Rica 

comparados con el ordenamiento jurídico colombiano. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El Estado Colombiano es un Estado garantista y protector, ya que desde el año de 

1991 con la promulgación de la Constitución se denominó a sí misma como un 

Estado Democrático Social de derecho, que se fundó en el respeto de unos 

principios tales como; la dignidad humana, el trabajo, la solidaridad de las 

personas que la integran y la prevalencia del interés general y es así que a lo largo 

de su articulado busca la protección de estos principios, pero que en la práctica no 

es realizado.  

  

Es este el punto en el que podemos notar que aunque la Constitución busca la 

protección de uno de estos principios como lo es el trabajo, por el simple hecho de 

ser una parte primordial del desarrollo de los ciudadanos y del país, no se logra, 

debido a que se ha podido evidenciar que todas las garantías dispuestas en las 

leyes y en la Constitución misma para lograr este fin se están transgrediendo por 

algunos empleadores que han buscado la forma de poder evadir y eludir 

obligaciones que le son intrínsecas a la relación laboral, por lo cual han  aparecido 

figuras como el contrato de prestación de servicios y el contrato de asociación 

cooperativa para tratar de disfrazar la relación laboral en otro tipo de relación 

jurídica.  

  

Esto sucede a pesar que la Constitución Política de Colombia en su artículo 53, 

dispone la prevalencia de la realidad sobre las formalidades establecidas por los 

sujetos de la relación laboral, lo cual no se lleva a cabalidad y es así como a miles 

de personas les niegan prestaciones a las que tienen pleno derecho, 

engañándolas con el argumento  que no existe la relación laboral, violando 

directamente la Constitución y el derecho fundamental al trabajo. 

  

Como base del presente escrito se tendrá la problemática mencionada, sobre la 

cual será analizada la normatividad colombiana para poder determinar las 
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garantías y medios de defensa que tienen los trabajadores que viven esta 

situación, teniendo como objetivos: Identificar en qué momento se encuentran las 

situaciones fácticas contractuales adecuadas en una relación laboral.  

 

Este trabajo se desarrolla para determinar las diferencias esenciales entre el 

contrato de trabajo con todos los elementos que conforman la relación laboral y los 

contratos que encubren dicha realidad en algunos casos como lo son los contratos 

de prestación de servicios o los contratos de asociación cooperativa, teniendo 

como fin primordial lograr que los ciudadanos puedan identificar ante que figura 

jurídica se encuentran y no permitan engaños que se presentan por medio de 

diversas artimañas a las que recurren algunas empresas con el fin que no les sean 

reconocidos todos sus derechos.   

  

Es así que se busca informar a los lectores sobre el tema para de esta forma 

poder lograr un equilibrio social y en especial  que la sociedad colombiana sea 

justa y equitativa con  la clase trabajadora realizando el pago debido de la 

remuneración y el reconocimiento de las prestaciones sociales a las cuales tienen 

pleno derecho en contraprestación por su trabajo, tales como: las primas, las 

cesantías, las vacaciones, los intereses a las cesantías, entre otros, como lo 

estableció el legislador en el Código Sustantivo Del Trabajo y por ende se debe 

aplicar en la cotidianidad laboral de la nación.   

  

El marco legal colombiano sobre el tema se encuentra regido por el Código 

Sustantivo del Trabajo de manera general y sus respectivas leyes y decretos que 

lo han reformado o que lo han complementado; y es allí donde podemos encontrar 

todas las bases para el desarrollo del derecho al trabajo por parte de los 

ciudadanos, partiendo incluso de lo que dispone el mismo Código en su artículo 

primero, enunciando como objeto lograr la justicia en las relaciones que surgen 

entre empleadores y trabajadores dentro de un espíritu de coordinación 

económica y de equilibrio social.  
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 Los principios que se encuentran en el título preliminar disponen que el trabajo 

sea un derecho que es irrenunciable, el cual goza de especial protección por parte 

del Estado, y esta es la razón por la cual se le han dispuesto todas las garantías 

mínimas y necesarias para su desarrollo óptimo. Al ser este un derecho de 

primera generación ha llegado al punto de convertirse en un deber, por lo que es 

socialmente obligatorio, pero son estas razones las que invitan y motivan a buscar 

la verdad acerca de los diferentes tipos de relaciones contractuales que las 

personas, ya sea por necesidad o incluso ignorancia; suscriben y viven a diario 

basándose en el Código Sustantivo del Trabajo. 

 

De acuerdo con Jaime Díaz Vargas este principio se entiende como “la primacía 

de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 

laborales”1, hecho que muchas veces no ocurre. 

 

Son varios los factores que producen esta contradicción; los altos índices de 

desempleo, el empleo informal y el aumento de la contratación por prestación de 

servicios o por medio de cooperativas de trabajo, modalidades que poco a poco 

han dificultado el cumplimiento efectivo de este principio.  

  

Es así como se evidencia que las garantías dispuestas en las leyes y en la 

Constitución no cumplen con sus fines, sobre todo por parte de algunos 

empleadores que logran evadir obligaciones que le son propias en la relación 

laboral, como la seguridad social y las prestaciones sociales a las que todo 

trabajador tiene derecho cuando está inmerso en una relación laboral. Esta 

situación se presenta a pesar de los esfuerzos que ha realizado el legislador por 

generar empleo formal; lo que puede evidenciarse de manera clara en la 

promulgación de la Ley 1429 del 29 de diciembre de 2010, reglamentada mediante 

                                            
1
JAIME ALEJANDRO DÍAZ VARGAS , El principio de la primacía de la realidad en las relaciones laborales de 

la administración pública 2012 
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el Decreto 545 del 25 de febrero de 2011, la cual tiene como objeto la 

formalización y generación de empleo en el país apoyando la creación de 

pequeñas empresas y otorgando beneficios tributarios a empleadores que 

demuestren que están generando empleo.  

 

A pesar de lo realizado por el legislador y por el Gobierno Colombiano se ha  

propiciado la prevalencia de modalidades como el contrato de prestación de 

servicios, el contrato de asociación cooperativa y todas las formas de tercerización 

para tratar de encubrir la relación laboral en otro tipo de relación jurídica, situación 

que se explica por las condiciones laborales que se incluyen en las modalidades 

de contratación anteriormente evocadas. En primer lugar, la Corte Constitucional 

mediante Sentencia C-154/97, Magistrado Ponente Hernando Herrera Vergara, 

señaló que  el contrato de prestación de servicios tiene una connotación 

meramente civil y comercial, mediante la cual una persona o un grupo de 

personas, ya sean naturales o jurídicas se obligan con otra a realizar una 

determinada labor, la cual está regida por una remuneración, pero esta no se basa 

en la subordinación o dependencia.2 

 

Para empezar se puede  determinar que las partes que intervienen en este tipo de 

contrato se denominan contratante y contratista, incluso algunos autores lo 

asemejan al contrato de obra donde las partes se conocen como cliente y 

contratista. La semejanza entre el contrato de obra y el de prestación de servicios 

consiste en que en ambos se encomienda una labor y esta debe ser desarrollada 

según lo que se pacte en el contrato, pero ante todo sin tener la subordinación por 

parte del contratante o cliente. 

 

Este tipo de contrato se realiza con un objeto especial manteniendo la 

independencia del contratista para realizar la labor, incluso los medios con los que 

                                            
2Sentencia C-154/97, Magistrado Ponente HERNANDO HERRERA VERGARA 
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se desarrolla la actividad proceden del contratista y no del contratante, ya que esto 

no es de su competencia según la ley y es de resaltar que en este se establecen 

las siguientes características: a. La prestación de servicios versa sobre una 

obligación de hacer para la ejecución de labores en razón de la experiencia, 

capacitación y formación profesional de una persona en determinada materia, con 

la cual se acuerdan las respectivas labores profesionales. B. La autonomía e 

independencia del contratista desde el punto de vista técnico y científico, 

constituye el elemento esencial de este contrato. C. La vigencia del contrato es 

temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por tiempo limitado y el 

indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido. Por último, no es 

posible admitir confusión alguna con otras formas contractuales y mucho menos 

con los elementos configurativos de la relación laboral, razón por la cual no es 

procedente en aquellos eventos el reconocimiento de los derechos derivados de la 

subordinación y del contrato de trabajo en general, pues es claro que si se 

acredita la existencia de las características esenciales de éste quedará 

desvirtuada la presunción establecida en el precepto acusado y surgirá entonces 

el derecho al pago de las prestaciones sociales en favor del contratista, en 

aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las formas en las 

relaciones de trabajo. Por consiguiente cabe aclarar las diferencias entre un 

contrato de trabajo y un contrato de prestación de servicios “El contrato de trabajo 

tiene elementos diferentes al de prestación de servicios independientes. Para que 

aquél se configure se requiere la existencia de la prestación personal del servicio, 

la continuada subordinación laboral y la remuneración como contraprestación del 

mismo. En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad 

independiente desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la que no 

existe el elemento de la subordinación laboral o dependencia consistente en la 

potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada. Sus elementos 

son bien diferentes, de manera que cada uno de ellos reviste singularidades 

propias y disímiles, que se hacen inconfundibles tanto para los fines perseguidos 

como por la naturaleza y objeto de los mismos”. 
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Es importante resaltar que en el contrato de prestación de servicios existe la 

obligación de pagar la seguridad social al contratista siempre que el contrato sea 

por un término igual o superior a un (1) mes y se precisen las características de 

tiempo, modo y lugar en las que se deba prestar el servicio, pues como lo 

estableció la Ley 1562 de 2012 en su artículo 2° que modificó el artículo 13° del 

Decreto Ley 1295 de 1994  es de carácter obligatorio el pago de la seguridad 

social en este caso. 

 

Esta es la razón por la cual algunos empleadores suscriben con el trabajador un 

documento denominado contrato de prestación de servicios, aunque en la realidad 

con frecuencia las características con las que se presta este servicio cumplen con 

los requisitos propios que dan origen al contrato de trabajo. 

 

Otra de las formas de desnaturalizar la relación laboral es mediante la aplicación 

del contrato de asociación cooperativa. Este tipo de personas jurídicas están 

reguladas mediante la Ley 79 de 1988 “Por la cual se actualiza la Legislación 

Cooperativa”, las cuales están definidas en su artículo 70 como: “las cooperativas 

de trabajo asociado son aquellas que vinculan el trabajo personal de sus 

asociados para la producción de bienes, ejecución de obras o prestación de 

servicios”. En este tipo de organización que es autorizada por la ley, busca una 

asociación donde cada uno de los afiliados aporte algo de su trabajo o capital para 

la explotación y el beneficio de todos, generando un beneficio mancomunado, ya 

que si todos los asociados aportan algo de sí pueden obtener ganancias sin la 

misma cantidad de trabajo que tendrían realizando una labor común y corriente. 

 

En este tipo de organizaciones cada asociado es el dueño de su tiempo y de la 

fuerza de trabajo y no existe una relación basada en una subordinación, por lo 

cual se debe hablar de una autonomía basada en la solidaridad, ya que no se fijan 

solo en sus beneficios personales, sino de todos los integrantes de la cooperativa 
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de trabajo asociado. A propósito dijo la corte en sentencia T280 de 2011; En el 

precedente de esta Corporación se han fijado los siguientes criterios respecto de 

las cooperativas:  “(i) los estatutos de las cooperativas de trabajo asociado 

encuentran como límite irreductible, el respeto por las garantías constitucionales 

que consagra el orden superior a favor de las personas; (ii) estas formas 

asociativas vulneran las garantías laborales de las personas cuando son 

empleadas para encubrir relaciones de trabajo; (iii) en aquellos casos en que las 

cooperativas de trabajo asociado y las empresas contratantes de sus servicios 

incumplan la prohibición de intermediación laboral contemplada en el artículo 17 

del Decreto 4588 de 2006, se entenderá desnaturalizado el pretendido trabajo 

cooperativo y, en consecuencia, el asociado será considerado trabajador 

dependiente de la persona natural o jurídica que se beneficie con su trabajo”3 . 

 

Al igual que en el caso del contrato por prestación de servicios, las personas que 

trabajan por cooperativas, al desarrollar algún tipo de labor deben aportar los 

medios para ejecutar la labor pactada, por lo cual deben ser las dueñas, tenedoras 

o poseedoras de los medios o de los derechos que generan fuentes de trabajo o el 

resultado de un trabajo. 

 

Todo lo que determina la actividad de las cooperativas de trabajo asociado fue 

reglamentado mediante el Decreto reglamentario 468 de 1990 al igual que en la 

Ley 1429 de 2010, donde lo primero que se estipuló es que en ningún caso se da 

una relación de empleador – trabajador, sino que simplemente es una relación 

entre asociados que se han vinculado de una manera libre y que la única ganancia 

o capital es el trabajo de todos los socios, de esta manera se logra que todos 

tengan ciertos beneficios.  

 

                                            
3
Corte Constitucional. Sentencia T- 280/2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
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Por su parte, la Recomendación R193 de 2002 de la Organización Internacional 

del Trabajo sobre la promoción de las cooperativas, señala que el término 

“cooperativa” debe interpretarse como: “la asociación autónoma de personas 

unidas voluntariamente para satisfacer sus necesidades y aspiraciones 

económicas, sociales y culturales en común a través de una empresa de 

propiedad conjunta, y de gestión democrática .”  

 

De lo anterior, se deduce que la existencia de una cooperativa se deriva del 

acuerdo cooperativo definido en el artículo 3º de la Ley 79 de 1988, como un 

contrato que se celebra por un número plural de personas con el objetivo de crear 

una persona jurídica de derecho privado denominada cooperativa, cuyas 

actividades deben desarrollarse con fines de interés social y sin ánimo de lucro 

(artículo 4 Ibíd.), en la que los cooperados son simultáneamente aportantes y 

gestores de la empresa, cuyo objeto social debe tender a la satisfacción de las 

necesidades de sus asociados y de la comunidad en general.   

 

Esta figura jurídica es usada para la intermediación laboral, utilizando a 

trabajadores para desarrollar actividades en las que a pesar de que se reúnen  los 

requisitos de un contrato de trabajo, se encubre esta relación bajo la figura de las 

cooperativas de trabajo asociado, sin reconocerle al trabajador el derecho a la 

seguridad social y a las prestaciones sociales. 

 

Con el fin de demostrar que la primacía de la realidad es transgredida en 

Colombia por la utilización de otras modalidades de trabajo que desnaturalizan la 

relación laboral, se realizará el análisis en dos etapas, la primera mediante el 

análisis de las normas y la jurisprudencia Colombiana y la segunda mediante un 

ejercicio comparado con algunos países de habla hispana en el continente 

Americano, donde se podrá evidenciar que los derechos de los trabajadores son 

violentados de maneras similares.  
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CAPÌTULO I 

 

1. ANÁLISIS CONSTITUCIONAL, LEGAL Y JURISPRUDENCIAL 

COLOMBIANO SOBRE LA PRIMACIA DE LA REALIDAD EN LAS 

RELACIONES LABORALES 

 

 

A partir de la Constitución Política de 1991, Colombia se constituyó en un Estado 

Social de Derecho, fundado en el respeto a la dignidad humana, en el trabajo y la 

solidaridad de las personas que la integran y la prevalencia del interés general 

sobre el particular. Como se señala en los principios fundamentales de la Carta 

Magna, el trabajo recibió especial atención al punto de ser incluido como un 

derecho fundamental consagrado en el artículo 25 de la Constitución Política que 

indica al tenor “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 

sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene 

derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.”4 

 

Este artículo muestra claramente el interés del Constituyente por dar una atención 

especial al trabajo entendiendo que es la única forma de acabar con la esclavitud 

y otorgar condiciones económicas para que la clase trabajadora pueda llevar una 

vida digna. 

 

Entendiendo que no era suficiente la protección del derecho al trabajo solo con lo 

plasmado en el artículo 25 de la Carta Mayor se creó el artículo 53 de la 

Constitución Política de Colombia que reza: “El congreso expedirá el estatuto del 

trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes 

principios mínimos fundamentales: igualdad de oportunidades para los 

trabajadores; remuneración mínimo vital y móvil, proporcional a la cantidad y 

                                            
4 COLOMBIA. ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. Constitución Política. 



15 
 

calidad del trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios 

mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar 

sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en 

caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales del derecho; 

primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de 

las relaciones laborales; garantía de la seguridad social, la capacitación, el 

adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la 

maternidad y al trabajador menor de edad. 

 

El Estado garantizará el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 

pensiones legales. 

 

Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de 

la legislación interna, la ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no 

pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los 

trabajadores.”5 

 

En este artículo 53 se plasman una serie de postulados encaminados a que la 

protección del derecho al trabajo sea real y no retórica al punto de incluir en el 

artículo el principio de la primacía de la realidad, previendo que posteriormente se 

intentaría buscar formas para desconocer los derechos que se le estaban 

otorgando a la ciudadanía. A pesar que las garantías jurídicas están dadas para la 

protección del derecho al trabajo, actualmente muchos empleadores las 

desconocen encubriendo la relación laboral, en otras palabras tratándose de un 

“falso autónomo”* que encubre la relación laboral.  

                                            
5 Ibídem  

*Ley 20/2007 de España, de 11 de julio, Se trata de aquélla práctica empresarial consistente en contratar los 
servicios de una persona bajo la apariencia de una contratación civil o mercantil –y no laboral-, normalmente 
en régimen de arrendamiento de servicios –con la consiguiente obligación del trabajador de darse de alta y 
cotizar en el RETA, entre otras obligaciones-, pero que en realidad pretende encubrir un trabajo prestado en 
régimen de ajenidad y dependencia en los términos previstos en el artículo 1.1 del Estatuto de los 
Trabajadores Español, es decir, con las notas propias de una relación laboral. 

http://noticias.juridicas.com/external/disp.php?name=l20-2007
file:///C:/external/disp.php%3fname=rdleg1-1995
file:///C:/external/disp.php%3fname=rdleg1-1995
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Es así como a menudo a un trabajador que a pesar de que cumple con los 

requisitos propios de un contrato de trabajo, le es realizado un contrato de 

prestación de servicios o por cooperativa de trabajo asociado, para que mediante 

esta figura le sean desconocidos los derechos que tiene el trabajador. Es así que 

“ciertamente, el Principio de la Primacía de la Realidad se aplica únicamente en 

los casos en donde se aprecie una disconformidad entre la práctica (hechos) y el 

contrato (formalidad) suscrito”6 

 

De igual manera, el Código Sustantivo del Trabajo se refiere al principio de 

primacía de la realidad en el numeral segundo del artículo 23 que dispone: 

INCISO 2: “Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo, se 

entiende que existe contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre 

que se le dé ni de otras condiciones o modalidades que se le agreguen.”7 

 

En el texto de este inciso se observa el principio de primacía de la realidad, 

cuando se señala que el contrato de trabajo no deja de serlo por razón del nombre 

que se le dé ni de otras condiciones o modalidades que se le agreguen, lo que 

indica claramente que la realidad está por encima de la forma.  

 

En este sentido se puede asegurar que si el trabajador cumple con los tres 

elementos necesarios para que exista un contrato de trabajo, como lo son, la 

subordinación, que según lo enunciado por Octavio Bueno Magano, “tiene un 

significado jurídico que se traduce en la sujeción del trabajador al empleador, esto 

es, el poder de dirección del empleador visto desde el punto de vista del 

                                            
6TOYAMA MIYAGUSUKU, Jorge. “Instituciones del Derecho Laboral”, Gaceta Jurídica. Segunda Edición, 
2005, pp. 121,123 

7 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto Ley 2663 (5 de agosto de 1950), sobre el Código 
Sustantivo del Trabajo. Diario Oficial. Bogotá D.C., 1950. no 27.407. 
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trabajador.”8, a su vez, que el trabajo se desarrolle “bajo la prestación personal de 

un servicio efectivo, como por la mera disponibilidad de su fuerza de trabajo (…)”9,  

y el salario que bajo la definición otorgada por la OIT es “la remuneración o 

ganancia que con base en un acuerdo escrito u oral sobre la utilización de 

servicios, debe pagar el empleador al empleado, bien sea por trabajo efectuado o 

por realizar, o por servicio prestado o que debe ser prestado”10, así el documento 

que se suscriba señale que lo que se pactó es un contrato de prestación de 

servicios o de asociación cooperativa, se estaría frente a un contrato de trabajo, 

en el cual el trabajador tiene derecho a que su empleador le reconozca y pague la 

seguridad social y las prestaciones sociales, tal como lo expresó por primera vez 

en el VIII Congreso Iberoamericano de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 

Social el jurista Lupo Hernández Rueda, cuando denominó este fenómeno como el 

“Principio de la Primacía de los Hechos”, señalándolo como “la primacía de la 

realidad de los hechos sobre lo consignado por escrito en el contrato de trabajo”11. 

 

Del análisis del artículo 53 constitucional y del artículo 23 del Código Sustantivo 

del Trabajo se puede concluir que tanto el constituyente como el legislador en el 

texto de los artículos antes mencionados, introdujeron el principio de primacía de 

la realidad, lo que muestra claramente el interés del legislador de proteger a los 

trabajadores para impedir excesos por parte de los empleadores mediante la 

utilización de otras formas de vinculación laboral que conducen a que a los 

                                            
8 Citado por Walker Errázuriz, Francisco, pág. 262 ss. Derecho de las Relaciones Laborales, Editorial 
Universitaria S.A., Santiago, 2003, pág. 50. 

9 PARRA GUTIÉRREZ, William René. (1999) Derecho Administrativo Laboral y Seguridad Social Librería del 
Profesional, Tomo 1. Pág. 152. 

10Informe Mundial sobre Salarios 2012/2013, Los salarios y el crecimiento equitativo, OIT Pág. 7. 

11. “Asociación Argentina de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social”. Buenos Aires. 1983. Ponencias. 
Tomo II. Pág. 1038. VIII Congreso Iberoamericano y VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y 
Seguridad Social. Hernández Rueda, Lupo: “El problema de las lagunas laborales; la aplicación de los 
principios generales del derecho del trabajo: justicia social, equidad, buena fe”. 
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trabajadores no se les reconozcan las acreencias laborales a las cuales tienen 

derecho. 

 

Esta circunstancia también sucede incluso  en los contratos administrativos de 

prestación de servicios, lo que demuestra que no es un tema solamente del 

derecho privado, sino que las entidades públicas también se ven inmersas en este 

tipo de situaciones, así lo ha expresado el jurista Jairo Villegas Arbeláez, al 

enunciar que “(…) Por virtud del Principio de la Primacía de la realidad sobre las 

formalidades, por simulación, por fraude o abuso del derecho, no se aplicarían las 

formas o papeles que, por necesidad, se ve presionado a suscribir el trabajador y 

mediante las cuales, por práctica generalizada, se pretende negar la relación 

laboral para hacer neoclientelismo en muchos casos, por vía de los contratos 

administrativos de prestación de servicios, de servicios especiales o por 

intermediarios fiduciarios, entre otros”12 

 

El contrato realidad también ha sido tratado en muchas ocasiones por las Altas 

Cortes del país, tanto la Corte Constitucional como la Corte Suprema de Justicia 

han fijado jurisprudencia en la materia, como en las acciones de tutela T-287/11, 

T- 280/2011, las Sentencias37037/2011 y 39259/13de la Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Laboral. 

 

1.1  POSICION JURISPRUDENCIAL EN COLOMBIA. 

 

En la Sentencia T-287/11 de la Corte Constitucional, “Acción de tutela contra 

cooperativa de trabajo asociado como particular-procedencia excepcional”, se 

asegura que “PRINCIPIO DE PRIMACIA DE LA REALIDAD SOBRE 

FORMALIDADES EN RELACIONES LABORALES Y CONTRATO REALIDAD EN 

EL MARCO DE LAS COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO” En esta 

                                            
12 VILLEGAS ARBELÁEZ, Jairo. (2008) Derecho Administrativo Laboral, Tomo I, Legis, Bogotá D.C. Pág. 17. 
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ocasión el 9 de noviembre de 2009, Lilia Maritza Pradilla, actuando en nombre 

propio, interpuso acción de tutela contra la Cooperativa de Trabajo Asociado San 

José de Cúcuta (COOPSANJOSE), por considerar que su actuación vulneró sus 

derechos fundamentales al mínimo vital, a la estabilidad laboral reforzada, a la 

igualdad y a la seguridad social.  

 

Liliana Elena Rodríguez Peláez, en su calidad de representante legal de 

COOPSANJOSE, manifestó lo siguiente: Señaló que COOPSANJOSE es una 

organización sin ánimo de lucro, perteneciente al sector solidario de la economía, 

que asocia personas naturales que simultáneamente son gestoras y contribuyen 

económicamente a la cooperativa, y quienes además son aportantes directos de 

su capacidad de trabajo para el desarrollo de sus actividades profesionales, por 

ello, los asociados están regidos por los Estatutos y Regímenes de Trabajo 

Asociado y de Compensaciones, y en esa medida, el vínculo no se somete a la 

legislación laboral, sino a las leyes cooperativas que regulan la materia. 

 

Con lo que deseó demostrar que en ningún momento las personas que 

pertenecían a la compañía se encontraban bajo la presencia de una relación 

laboral, lo que en principio y según lo que enuncia es una aseveración verdadera, 

hasta el momento en el cual se puedan establecer los elementos básicos de la 

relación laboral y sea aplicada la presunción legal de la existencia de un contrato 

de trabajo. 

 

Al respecto dijo la Corte “La facultad que tienen los asociados de tales 

organizaciones para autorregularse no significa que el legislador no pueda 

reglamentar algunos asuntos relacionados con ellas; lo que ocurre es que no 

puede interferir en su ámbito estrictamente interno, pues ello depende de la libre y 

autónoma decisión de los miembros que las conforman. Pero tal libertad de 

regulación no es absoluta pues dichos estatutos o reglamentos, como es apenas 

obvio, no pueden limitar o desconocer los derechos de las personas en general y 
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de los trabajadores en forma especial, como tampoco contrariar los principios y 

valores constitucionales, ya que en caso de infracción tanto la cooperativa como 

sus miembros deberán responder ante las autoridades correspondientes, tal como 

lo ordena el artículo 6 del estatuto superior. En consecuencia, como algunas de 

esas regulaciones podrían infringir la Constitución y las leyes, corresponderá a las 

autoridades competentes analizar en cada caso particular y concreto si éstas se 

ajustan a sus preceptos y, en especial, si respetan o no los derechos 

fundamentales del trabajador”. 

 

La Corte también ha señalado que cuando en el convenio cooperativo y en su 

ejecución prevalezcan condiciones de carácter laboral por sobre las de índole 

cooperativa, se configurará un contrato de trabajo y las relaciones jurídicas entre 

las partes no se regirán por las normas de la legislación cooperativa sino por las 

disposiciones del Código Sustantivo del Trabajo, de conformidad con el principio 

constitucional consagrado en el artículo 53 Superior, de primacía de la realidad 

sobre las formalidades. 

 

De igual manera la Corte observa que entre la demandante y la I.P.S. Caprecom, 

gracias a la intermediación de COOPSANJOSÉ, existe una relación de trabajo que 

hace procedente la acción de tutela bajo la causal de subordinación. 

 

En efecto, la accionante celebró un acuerdo cooperativo con COOPSANJOSE, en 

virtud del cual prestaba sus servicios personales, primero, para la E.S.E. Francisco 

de Paula Santander que fue liquidada y, posteriormente, para la I.P.S. Caprecom 

Clínica Cúcuta, entidad que administraba la Unidad Hospitalaria Clínica Cúcuta, en 

la que desarrollaba funciones de auxiliar de oficina. No obstante la existencia de 

un vínculo cooperativo, para la Sala puede afirmarse que Lilia Maritza Pradilla 

tenía una relación laboral con la I.P.S. Caprecom Clínica Cúcuta gracias a la 

intermediación de COOPSANJOSE, por las siguientes razones:  

 



21 
 

En primer lugar, en su trabajo para la I.P.S. Caprecom Clínica Cúcuta, la tutelante 

cumplía instrucciones impartidas por la propia I.P.S.  

En segundo lugar, por el tipo de funciones que desarrollaba -funciones de oficina y 

secretaria, puede deducirse que cumplía un horario.  

 

Por último, aunque la remuneración le era pagada por la cooperativa, la 

accionante prestaba servicios personales a la I.P.S., quien pagaba por los 

servicios prestados a la cooperativa. 

 

De lo analizado puede inferirse que, de conformidad con el principio de primacía 

de la realidad sobre las formas, existía una auténtica relación de trabajo con cada 

una de sus implicaciones constitucionales y legales, entre la demandante y la 

I.P.S. Caprecom Clínica Cúcuta, auspiciada por la cooperativa accionada. 

Ciertamente, en este caso: primero, existía una prestación personal del servicio 

por parte de Lilia Maritza Pradilla; segundo, una subordinación a la I.P.S. 

Caprecom Clínica Cúcuta; y tercero, una remuneración por los servicios prestados 

aunque fuera pagada por la cooperativa.   

 

Por lo anterior solicitó que se ordene a la demandada que la reubique y le cancele 

las indemnizaciones y prestaciones sociales causadas y no pagadas desde el mes 

de febrero de 2009 y hasta la fecha, considerando que COOPSANJOSE no le ha 

comunicado la terminación de su contrato de trabajo. 13 

 

“La jurisprudencia de esta corporación siempre ha estado encaminada a la 

amparabilidad del trabajo como derecho fundamental, más allá de las formas 

contractuales como este se manifieste. De manera consecuente, la Corte ha 

sostenido que basta con la prestación efectiva del trabajo para que surjan 

                                            
13 Corte Constitucional. Sentencia T-287/11.M.P. José Ignacio Pretelt Chaljub.  
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derechos a favor del trabajador y que siempre que se realice una actividad en 

condición de subordinación habrá lugar a una relación de carácter laboral.” 

 

Tal como lo define el jurista uruguayo Américo Pla al enunciar que “significa que 

en caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que surge de 

documentos o acuerdos, debe darse preferencia a lo primero, es decir, a lo que 

sucede en el terreno de los hechos”.14 

 

Esta sentencia de tutela de la Corte Constitucional evidencia efectivamente que 

las cooperativas de trabajo asociado son utilizadas por algunos empleadores para 

encubrir la relación laboral, debido a que aun cuando el trabajador cumple con los 

requisitos y las obligaciones propias de un contrato de trabajo, a este se le hace 

suscribir un contrato con una cooperativa de trabajo asociado, lo que avoca lo 

enunciado por Ferrara al decir que: “Negocio simulado es aquel que tiene una 

apariencia contraria a la realidad; o porque no existe en absoluto, o porque es 

distinto que como aparece. Entre la forma extrínseca y la esencia íntima hay un 

contraste llamativo: el negocio que aparentemente es serio y eficaz, es en sí 

mentiroso y ficticio, o constituye una máscara para ocultar un negocio distinto”15. 

 

En el caso específico de la sentencia antes señalada la Corte manifestó que “entre 

la demandante y la  I.P.S.  CAPRECOM, gracias a la intermediación de 

COOPSANJOSE, existe una relación de trabajo, de lo que se puede deducir 

claramente que la Corte Constitucional aplico el principio de primacía de la 

realidad para resolver a favor de la tutelante la reclamación de los derechos 

solicitados. 

 

                                            
14 PLA, Américo. Los principios del Derecho del trabajo. 3a Ed. Buenos Aires, Argentina. Editorial depalma 
1998. 

15 FERRARA, Francisco: La simulación de los negocios jurídicos. Madrid. Editorial Revista de Derecho 
Privado, 1ª edición. Año 1960. 
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Por su parte la Sentencia T- 280/2011 de la  Corte Constitucional, afirma lo 

siguiente: “La Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia ha dado aplicación 

al principio de primacía de la realidad sobre las formas en el caso de 

convenios cooperativos de asociación, en aras de proteger los derechos 

fundamentales de trabajadores (en especial a las mujeres embarazadas), quienes 

a pesar de cumplir en la realidad con los tres requisitos esenciales constitutivos de 

una relación laboral, su empleador les ha negado esta calidad.”16 En este caso se 

presentó lo siguiente, la señora Marta Mena Mosquera es una persona de 33 años 

de edad, residente de la ciudad de Quibdó, que se encuentra vinculada mediante 

convenio de asociación a la Cooperativa Alianza Solidaria Empresarial desde el 2 

abril de 2007, con el fin prestar sus servicios como bacterióloga en el laboratorio 

de la empresa Colombia Saludable. Manifiesta la accionante que comenzaron a 

presentarse inconvenientes con la demandada desde que le comunicó al gerente 

de la empresa que se encontraba en estado de gravidez. De este modo, cuando la 

señora Mena era incapacitada por el médico de la compañía (por afectación de su 

estado de salud), se le descontaban esos días no laborados de sus ingresos, así 

mismo debía conseguir una bacterióloga que la reemplazara. La señora Marta 

Mena Mosquera dio a luz al menor Jayder Alexander Valencia Mena el 21 de 

marzo de 2010. Luego, afirmó la tutelante que dentro del periodo de licencia de 

maternidad que establece la ley, esto es, el quince (15) junio de 2010 la entidad 

demandada le notificó que su convenio de asociación fue suspendido por 

reestructuración en el frente de trabajo donde desempañaba su labor. 

 

Alianza Solidaria Empresarial recalca que la señora Marta Mena Mosquera realizó 

una asociación libre y voluntaria con esta entidad y como cooperada prestó sus 

servicios como bacterióloga, mas no como empleada asalariada. Por lo tanto, 

nunca se constituyó un contrato de trabajo, en la medida que “en las cooperativas 

de trabajo asociado no existe ninguna relación entre capital-empleador y 

                                            
16 Corte Constitucional. Sentencia T- 280/2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
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trabajador asalariado pues el capital de éstas está formado principalmente por el 

trabajo de sus socios, además de que el trabajador es el mismo asociado y 

dueño”. En consecuencia, no le es aplicable la legislación laboral ordinaria que 

regula al trabajo asalariado, sino debe regirse por las reglas y estatutos 

producidos por los asociados.       

 

No obstante, dentro del desarrollo del acuerdo cooperativo pueden presentarse 

modificaciones a este vínculo jurídico. “En efecto, esta Corporación ha señalado  

que en los eventos en que el cooperado no trabaja directamente para la 

Cooperativa sino que lo hace para un tercero respecto del cual recibe órdenes y 

cumple horarios y la relación con este último surge por mandato de aquella, puede  

predicarse la existencia de un vínculo subordinado que da lugar a la aplicación de 

la legislación laboral, comoquiera que la relación del cooperado permite colegir la 

existencia de un contrato realidad por el encubrimiento de la vinculación a través 

de un contrato cooperativo, en el que se reúnen los elementos esenciales del 

contrato de trabajo. 

 

En esta lógica, conforme al precedente de esta Corte la Sala considera que en la 

relación entre la actora y la entidad demandada, convergen los elementos 

esenciales del contrato de trabajo, así: (i) la señora Marta Mena Mosquera realiza 

personalmente la actividad de jefe de laboratorio, (ii) con continuada subordinación 

o dependencia respecto de la Cooperativa Alianza Solidaria y Colombia Saludable, 

(iii) percibiendo un salario, cuyo pago se realiza a título de compensación pero que 

efectivamente corresponde a la retribución del servicio prestado que se reconoce 

a través de la entidad accionada. 

 

Esta sentencia guarda cierta relación con la T-287/2011 analizada anteriormente, 

en ella se trata de la vinculación laboral que se realiza al empleado mediante la 

intermediación de una cooperativa de trabajo asociado y se da aplicación al 



25 
 

principio de primacía de la realidad al observar que evidentemente lo que se busca 

con la implementación del contrato cooperativo es encubrir el contrato de trabajo. 

 

Del análisis de las sentencias anteriores es pertinente concluir que las 

cooperativas de trabajo asociado han sido utilizadas por los empleadores para 

tratar de restringir los derechos que les han otorgado la Constitución y la ley a los 

trabajadores. 

 

La administración de justicia en su decisión desentrañó el objetivo de  los 

empleadores con la utilización de esta figura jurídica y en muchos casos evitó que 

la transgresión de las normas se materializara, demostrando lo que la doctrina 

asegura al enunciar “el carácter “aformalista”, que posee el derecho laboral, en el 

sentido que pretende proteger los hechos emanados de un contrato de trabajo o 

de una relación laboral, sin que sea necesaria una formalidad especial.”17 

Igualmente con la utilización de la intermediación laboral se les desconocieron 

múltiples derechos a los trabajadores que en muchos casos no acuden a la justicia 

para exigir la garantía de sus derechos, ya sea por desconocimiento de la ley o 

por falta de confianza en la misma. 

 

Por lo antes señalado, al gobierno Colombiano se le exigió por parte del gobierno 

de los Estados Unidos la eliminación de esa forma de intermediación laboral, para 

que pudiera entrar en vigencia el tratado de libre comercio, lo anterior demuestra 

que las cooperativas de trabajo asociado en muchos casos fueron mal utilizadas, y 

con ellas se desconocieron derechos y acreencias de carácter laboral. 

 

En igual sentido se refiere la Sentencia 37037/2011 Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral que se da con ocasión de una demanda interpuesta por 

un jugador de futbol que laboraba al servicio de la corporación deportiva 

                                            
17GUERRERO FIGUEROA, Guillermo. Introducción al Derecho del Trabajo. 2ª Ed. Editorial Temis Librería. 
Bogotá-Colombia. 1982. 
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Centauros de Villavicencio. Al deportista demandante se le hizo suscribir un 

contrato de trabajo con un salario de quinientos mil pesos ($500.000) mensuales y 

otro contrato de prestación de servicios con un pago de cuatro millones de pesos 

($4.000.000) mensuales por los servicios prestados. 

 

En esta sentencia la corte dijo lo siguiente: “Es decir para el tribunal el contrato de 

prestación de servicios celebrado entre las partes fue un verdadero contrato de 

trabajo a término fijo, (aspecto no refutado en casación), naturaleza que conlleva 

en forma ineluctable, que la remuneración pactada como retribución a la 

prestación del servicio no tenga otro carácter distinto al de la remuneración propia 

del contrato de trabajo, pues uno de los elementos del contrato de trabajo es el 

salario.”18 

 

En esta sentencia el Tribunal en segunda instancia y la Corte en casación 

determinaron que el empleador utilizó el contrato de prestación de servicios para 

evitar el pago de las prestaciones sociales al trabajador, debido a que al elaborar 

un contrato de trabajo con un salario de quinientos mil pesos mensuales, ese sería 

el salario base para la liquidación de las prestaciones.  

 

Lo que encontró la administración de justicia fue que el verdadero salario que 

devengaba el trabajador mensualmente era de cuatro millones quinientos mil 

pesos, razón por la cual dejó sin efectos el contrato de prestación de servicios y 

declaró la existencia de un contrato individual de trabajo. 

 

En el análisis de esta sentencia  se puede encontrar que el contrato de prestación 

de servicios es otro de los medios utilizados por el empleador para evadir el pago 

de la seguridad social al trabajador y el reconocimiento de las prestaciones 

sociales a las que tiene derecho. 

                                            
18 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Sentencia 37037/2011. M.P. Jose Mauricio Burgos 
Ruiz. 
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Es importante señalar que en este caso también la administración de justicia ha 

descubierto que esta figura jurídica es muy utilizada por empleadores para 

desnaturalizar el contrato de trabajo, razón por la cual se ha empeñado en sentar 

jurisprudencia para contrarrestar ese nefasto propósito. 

 

Continuando con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre el 

contrato  realidad se examinará el análisis a la sentencia 39259 de abril 17 de 

2013. En el sitio web ámbito jurídico.com se analizó por parte de la doctora 

Fernanda  Rodríguez, Coordinadora y Docente del Departamento de Derecho 

Laboral de la Universidad Externado de Colombia, la sentencia de la Corte 

Suprema de Justicia en sala laboral, promovida por Adelaida Bermúdez contra 

Jhon Javier Franco y la sociedad taxis Valcali s.a., sentencia del 17 de abril de 

2013, cuyo magistrado ponente fue el Dr. Carlos Ernesto Molina y en la que se 

reconoció que entre el conductor de un taxi y el dueño del vehículo o la empresa a 

la que está afiliado el vehículo existe un vínculo de carácter laboral. En el 

mencionado análisis se dijo lo siguiente: “Es plausible que con sentencias como 

esta se envié un mensaje claro y directo a los empleadores que pretenden 

esquivar sus obligaciones laborales utilizando figuras jurídicas propias del derecho 

civil o comercial, en algunas oportunidades con conocimiento de su fraude y, en 

otras ocasiones, por ignorancia de la ley. En uno y otro caso el Estado social de 

derecho debe de amparar la legalidad y protección de los derechos de los 

trabajadores. 

 

Esta sentencia sienta un precedente en un gremio que maneja una forma 

particular de trabajo y donde puede existir confusión entre las diferentes relaciones 

jurídicas que se tejen. Es un fallo que resulta orientador tanto para propietario y 

empresas, como para los propios conductores.”19 

                                            
19 Corte Suprema de Justicia, Sala De Casación Laboral, Sentencia 39259 de 2013. M.P. Carlos Ernesto 
Molina. 



28 
 

 

El comentarista invitado Ricardo Barona Betancourt, Docente e Investigador en 

Derecho del Trabajo aseguró lo siguiente: 

 

“Para el mundo del derecho del trabajo es de gran importancia que la Corte 

Suprema de Justicia, sala laboral, haya aplicado el principio de primacía de la 

realidad a los conductores de taxi, por los siguientes motivos: 

 

Al consagrarse el principio de primacía de la realidad en el artículo 53 de la 

Constitución, se hace necesario aplicarlo a todas las relaciones laborales, sean 

privadas, públicas o mixtas, por tal razón, no podría escaparse de este principio un 

conductor de taxi que presta sus servicios para el dueño del vehículo, recibe una 

remuneración por el servicio prestado y recibe órdenes, sigue instrucciones y 

cumple reglamentos en el ejercicio de su función a favor del dueño del taxi.” 

 

Conforme a lo enunciado se puede determinar que en el desarrollo de los 

objetivos planteados los mismos se cumplieron al verificar toda la información 

necesaria y donde se pudo evidenciar lo siguiente: 

 

Contrato de 
prestación de 
servicios 

 
- Tiene una connotación meramente civil y comercial. 

 
- Una persona o un grupo de personas, ya sean naturales o jurídicas se 

obligan con otra a realizar una determinada labor. 
 

- Las partes que intervienen en este tipo de contrato se denominan 
contratante y contratista 
 

- Se encomienda una labor y esta debe ser desarrollada según lo que se 
pacte en el contrato, pero ante todo sin tener la subordinación por 
parte del contratante 
 

- Está regida por una remuneración, pero esta no se basa en la 
subordinación o dependencia. 
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- Independencia del contratista para realizar la labor, incluso los medios 
con los que se desarrolla la actividad proceden del contratista y no del 
contratante. 
 

- La autonomía e independencia del contratista constituye el elemento 
esencial de este contrato. 
 

- La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe 
ser por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto 
contractual convenido. 

Contrato De 
Asociación 
Cooperativa 

 
- Vinculan el trabajo personal de sus asociados para la producción de 

bienes, ejecución de obras o prestación de servicios. 
 

- Cada uno de los afiliados aporte algo de su trabajo o capital para la 
explotación y el beneficio de todos. 
 

- Cada asociado es el dueño de su tiempo y de la fuerza de trabajo. 
 

- Los asociados deben aportar los medios para ejecutar la labor pactada, 
por lo cual deben ser las dueñas, tenedoras o poseedoras de los medios 
o de los derechos que generan fuentes de trabajo o el resultado de un 
trabajo. 
 

- La única ganancia o capital es el trabajo de todos los socios, de esta 
manera se logra que todos tengan ciertos beneficios. 

 
 

- Se celebra por un número plural de personas. 
 

- Los cooperados son simultáneamente aportantes y gestores de la 
empresa, cuyo objeto social debe tender a la satisfacción de las 
necesidades de los asociados y de la comunidad en general. 
 

Contrato de 
Trabajo 

 
- Requiere la existencia de la prestación personal del servicio, la 

continuada subordinación laboral y la remuneración como 
contraprestación del mismo. 
 

- El contrato de trabajo no deja de serlo por razón del nombre que se le 
dé. 
 

- Se basa en el principio de primacía de la realidad. 
 

 



30 
 

CAPÌTULO II. 

 

2. ANÁLISIS LEGAL Y JURISPRUDENCIAL INTERNACIONAL SOBRE 

PRIMACIA DE LA REALIDAD EN LAS RELACIONES LABORALES. 

 

 

2.1 ANÁLISIS COMPARADO CON CASOS DE COLOMBIA, VENEZUELA, 

CHILE, COSTA RICA Y PERÚ. 

 

En el siguiente capítulo se realizará un análisis comparado con otros países en el 

desarrollo del principio de la primacía de la realidad analizando la jurisprudencia 

existente en estos Estados, teniendo como referencia el  concepto de la OIT. 

 

La OIT define el principio de primacía de la realidad de la siguiente forma: “La 

determinación de la existencia de una relación de trabajo debe ser guiada por los 

hechos de lo que realmente fue convenido y llevado a cabo por las partes, y no 

por la manera como una de las partes o las dos partes describan la relación de 

trabajo. Esto es lo que se conoce en derecho como el principio de primacía de la 

realidad.”20 

 

2.1.1Primacía de la realidad en Venezuela. La jurisprudencia venezolana 

coincide con lo expresado en la Constitución, la Ley y la Jurisprudencia 

Colombiana. En la sentencia 1065 de 2007 del expediente número 16.031 El 

Tribunal segundo de juicio para el régimen procesal transitorio del Circuito Judicial 

Laboral De La Circunscripción Judicial Del Estado De Zulia en la que el 

demandante señor Carlos Romero Rico inició acción en contra de la sociedad 

mercantil Servicios ISCAR C.A., con la pretensión por prestaciones sociales y 

otros conceptos laborales, ya que este era un piloto comercial quien trabajaba bajo 

                                            
20 OIT. Informe de la 91a reunión de la OIT sobre el tema de la relación laboral. Ginebra, 2003. 
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órdenes de la sociedad en mención, personalmente y que le pagaron su salario 

hasta el dos de mayo del año 2002, fecha en la que fue despedido sin reconocer 

prestaciones sociales. La parte demandada asegura que existía un contrato de 

prestación de servicios en el que existía autonomía mercantil, con independencia y 

libre ejercicio económico para el logro de sus objetivos. En la Ratio decidendi el 

tribunal dijo lo siguiente, “El principio constitucional de la realidad de los hechos 

sobre las formas o apariencias, no puede limitar su utilidad solo a aquellas 

situaciones donde lo oculto es la relación de trabajo, sino que puede ser un 

instrumento eficaz para otras, donde lo aparente son precisamente las notas de 

laboralidad.”21 

 

De otra parte, del análisis efectuado a la recurrida, observa la sala que 

efectivamente la misma no aplicó el análisis del test de laboralidad establecido por 

esta sala, y consideró que la parte demandada no desvirtuó la presunción legal, 

por lo que llegó a la conclusión de que entre la hoy actora y las empresas 

demandadas, existió un vínculo de naturaleza laboral, en el que la accionante 

tenía la condición de trabajadora por cuenta ajena, bajo la dependencia y con una 

remuneración.”22 

 

De la sentencia anterior se puede observar que el Tribunal Supremo de Justicia de 

Venezuela aplica el principio de primacía de la realidad, denominándolo principio 

constitucional de la realidad de los hechos sobre las formas o apariencias, lo que 

permite llegar a concluir que en este país tal como sucede en Colombia, el 

principio de primacía de la realidad está incluido en la Constitución Política. A su 

vez, al analizar se determina que en Venezuela como en Colombia se utilizan 

medios jurídicos alternativos por parte de los empleadores para tratar de evadir el 

                                            
 

21. Tribunal segundo de juicio para el régimen procesal transitorio del circuito judicial laboral de la 
circunscripción judicial del Estado de Zulia. Sentencia 1065 de 2007 del expediente número 16.031.  
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reconocimiento de los derechos a los trabajadores, encubriendo la relación laboral 

mediante figuras jurídicas que afectan los derechos de los trabajadores. Respecto 

a lo enunciado, en ambos Estados las Altas Cortes han tomado medidas 

encaminadas a proteger a los trabajadores utilizando la figura jurídica denominada 

el contrato de realidad. 

 

La anterior decisión se basa en lo que determina la Ley orgánica del trabajo en su 

artículo 65, el cual dispone lo siguiente: “Se supondrá que existe una relación 

laboral entre el que presta el servicio y el que lo recibe. Con excepción de los 

casos que sean de trabajo en instituciones sin fines de lucro.”23, por lo cual en el 

estado Venezolano doctrinantes como Arturo Bronstein han enunciado que existe 

una forma mediante la cual se puede determinar la existencia de la relación laboral 

bajo la presunción establecida en la Ley, por el denominado test de dependencia 

el que define como “una de las herramientas esenciales para determinar cuando 

una persona que ejecuta un trabajo o presta un servicio a favor de otra ha 

establecido o no una relación de trabajo con la misma. A través de los mismos se 

puede formular una sistematización, con el fin de distinguir lo fraudulento de lo que 

no lo es, clarificar las situaciones ambiguas, y por esta vía extender la protección 

de la legislación laboral a quienes prima facie estarían ejecutando trabajos o 

prestando servicios en virtud de una relación de naturaleza civil o comercial.”24 

 

Conforme a lo anterior se puede denotar que a pesar de que ambos Estados 

buscan que se protejan los derechos de los trabajadores, en Venezuela la 

presunción de existencia de relación laboral se da sin tener la necesidad de 

presencia de los tres elementos que son los que en Colombia son esenciales, 

                                            
 

24BRONSTEIN ARTURO, Ámbito de Aplicación del Derecho del Trabajo, Ponencia del Congreso Internacional 
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Caracas-Venezuela 6-8 de mayo de 2002. Pág. 21 
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necesarios y obligatorios para determinar dicha presunción, sino que por el 

contrario solo es necesaria la existencia de dependencia entre los contratantes. 

 

2.1.2 Primacía de la realidad en Chile. Por su parte en la legislación, como en la 

jurisprudencia administrativa y judicial chilena, se mantiene esta teoría, al punto 

que en el artículo 1564 del Código Civil que concierne a la ejecución de los 

contratos lo aplican en materia laboral, puesto que en el Dictamen 4.929/272 del 

19 de agosto de 1997 realizado por la Dirección del Trabajo expresó lo siguiente: 

“Al respecto, no apareciendo claramente definida en la especie cual ha sido la 

intención de las partes al convenir la cláusula que nos ocupa (...), cabe recurrir a 

otros elementos de interpretación de los contratos, y específicamente, a la norma 

que al efecto se contiene en el inciso final del artículo 1564 del Código Civil. 

Conforme al precepto legal citado, que doctrinalmente responde a la teoría 

denominada “regla de la conducta”, un contrato puede ser interpretado por la 

forma como las partes lo han entendido y ejecutado, en términos tales que tal 

aplicación puede legalmente llegar a suprimir, modificar o complementar cláusulas 

expresas de un contrato, es decir, la manera como las partes han cumplido 

reiteradamente en el tiempo una determinada estipulación puede modificar o 

complementar el acuerdo que ella contenía”.25 

 

Conforme a lo anterior se demuestra que no es necesario que se exprese en el 

contrato suscrito la naturaleza de la labor, sino que con el simple hecho de que se 

realicen actividades encaminadas directamente al desarrollo de una relación 

laboral se produce el desarrollo del principio en mención, lo que demuestra una 

clara semejanza con Colombia en el aspecto que aplica esta presunción legal, 

pero con la divergencia que no es usado en Colombia la analogía del Código Civil, 

sino que está netamente regulada por la Constitución Política. 

 

                                            
25  CHILE. DIRECCIÓN DEL TRABAJO. Dictamen 4.929/272 del 19 de agosto de 1997.  
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De otro lado se demuestra en la ordenanza número 1.171/025 del 29 de marzo de 

2007, que es un Dictamen realizado por parte de la Dirección del Trabajo lo 

siguiente: “(…) un principio fundamental de la legislación laboral en la materia 

corresponde a la primacía de la realidad, que consiste en otorgar prioridad a los 

hechos, es decir, a lo que efectivamente ha ocurrido en la realidad, sobre las 

formas o apariencias o lo que las partes han convenido.  

En consecuencia, se ha agregado, que en caso de discordancia entre lo que 

ocurre en la práctica y lo que surge de documentos suscritos por las partes o 

acuerdos celebrados entre ellos, debe darse preferencia a los hechos. Prima, 

entonces, la verdad de los hechos, sobre la apariencia, la forma o la denominación 

que asignaron éstas al contrato”26 

 

Esto se ha desarrollado con base en lo estipulado en la norma especial que aplica 

para el tema, siendo este el Código del Trabajo Chileno en el cual el legislador 

dispuso un articulado en el que determina la definición del contrato individual de 

trabajo, donde se evidencia de inmediato que se contemplan los tres elementos 

esenciales para la existencia del contrato, tal como lo dispone el artículo 7º 

“Contrato individual de trabajo es una convención por la cual el empleador y el 

trabajador se obligan recíprocamente, éste a prestar servicios personales bajo 

dependencia y subordinación del primero, y aquél a pagar por estos servicios una 

remuneración determinada.”27(Cursiva y subrayado fuera de texto). 

Es decir, que la legislación especial chilena se asemeja con el desarrollo 

normativo colombiano por los elementos que componen la relación laboral y a su 

vez por la presunción de la existencia del contrato de trabajo, ya que la misma 

norma estipula lo desarrollado por nuestra Constitución, puesto que el artículo 8º 

del Código de Trabajo chileno dispone que “Toda prestación de servicios en los 

                                            
26CHILE. DIRECCIÓN DEL TRABAJO. ordenanza número 1.171/025 del 29 de marzo de 2007. 

27 CHILE. DIRECCIÓN DEL TRABAJO. Código del Trabajo, Edición actualizada 4 de marzo de 2014, página 
21. 
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términos señalados en el artículo anterior, hace presumir la existencia de un 

contrato de trabajo. (…)”28 

Por lo enunciado efectivamente la fuente de la ley en Chile otorga unos preceptos 

para la protección del trabajo y esta ha sido desarrollada por otros entes estatales, 

lo que se puede evidenciar en las decisiones y dictámenes realizados 

administrativamente, tal como se realizó por La Corte de Apelaciones de Santiago 

en la sentencia de la causa “Palmara Iribarre, María con Fisco de Chile” donde dijo 

lo siguiente: “(…) si bien es cierto el artículo 4º de la Ley 18.746 hizo declaración 

en el sentido que las contrataciones efectuadas por la demandada por 

prestaciones de servicios se encontraban conforme a derecho y debían 

entenderse que lo habían sido sobre la base de honorarios, es un principio 

interpretativo de la ley que ésta no puede alterar la realidad de las cosas, y que 

dicha realidad constituye un límite al legislador que no puede éste sobrepasar”29 

 

Teniendo en cuenta el desarrollo jurisprudencial en el Estado chileno, al igual que 

en Venezuela y Colombia se aplica el principio de primacía de la realidad, en la 

sentencia antes relacionada se puede observar que se señala que en materia 

laboral debe de estarse más a los hechos que a lo que den cuenta los 

documentos, razón por la que en caso de controversia priman los hechos.  

 

Realizando una comparación en la aplicación de la primacía de la realidad en 

Chile  y Colombia se encuentra que existen similitudes con el análisis hecho en la 

comparación con Venezuela, debido a que la figura es aplicada por la 

administración de justicia como consecuencia de la utilización de métodos 

dirigidos a encubrir la relación laboral tratando de hacerla parecer diferente para 

                                            
28 Ibídem. 

29 La Corte de Apelaciones de Santiago en la sentencia de la causa “Palmara Iribarre, María con Fisco de 
Chile 
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lograr el propósito de no reconocer acreencias laborales a los trabajadores, esta 

situación se vive de manera similar en Colombia, Venezuela y Chile, cuando se 

realizan otros tipos de contratos teniendo de presente que en realidad es un 

contrato de trabajo. 

 

Otra similitud que se da en los tres países es el actuar de los máximos tribunales 

de justicia de estos Estados, que mediante la aplicación del contrato de realidad 

en sus decisión, se han convertido en garantes en la protección  de los derechos 

de los trabajadores, no solo poniendo en evidencia los medios alternativos 

jurídicos utilizados por los empleadores sino fijando jurisprudencia en la materia 

para que estos casos en adelante sean resueltos por los jueces de primera y 

segunda instancia bajo esos lineamientos. 

 

Una diferencia marcada con Colombia es que no se encuentra totalmente 

legislado el principio de la primacía de la realidad, lo que consideran algunos 

doctrinantes positivo, tal como lo expone en una tesis de grado Miguel Ángel 

Bravo Arriagada “El principio de la primacía de la realidad no se encuentra 

reproducido expresamente en nuestra legislación, pero sí se encuentra esbozado 

en diversas normas.  

 

En tal sentido, estamos con la opinión de ciertos autores que consideran positivo 

el hecho de que el principio no se encuentre expresamente escriturado en una 

norma específica, pues de estarlo, se corre el riesgo que su aplicación se haga 

más rígida, perdiendo la relación necesaria con los nuevos acontecimientos y 

circunstancias que la realidad de las relaciones laborales trae aparejadas cada 

nuevo día”30 

 

                                            
30 BRAVO ARRIAGADA, M. y ROSAS CHUAQUI, J. (2006). Análisis dogmático y jurisprudencial del principio 
de la primacía de la realidad en el Derecho del Trabajo. Disponible en http://tesis.uchile.cl/handle/2250/107767 
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Lo mismo sucede en Costa Rica, país en el cual también se utiliza la primacía de 

la realidad con mucha similitud a los Estados antes mencionados, lo que permite 

pensar que en estas naciones ha tenido gran influencia el concepto de primacía de 

la realidad de la Organización Internacional del Trabajo instrumento para la 

protección de los derechos laborales en el mundo. 

  

2.1.3 Primacía de la realidad en Costa Rica. En el caso de Costa Rica, la Sala 

segunda de la Corte Suprema de Justicia afirma: “Los profesionales liberales 

pueden prestar sus servicios no solo a través de una relación laboral, sino también 

mediante un contrato por servicios profesionales (véanse las sentencias No 311, 

de la 14:40horas del 7 de octubre de 1999 y 365, de las 10:10 horas del 24 de julio 

de 2002). Por otra parte, en esta materia, también se ha señalado que el elemento 

de subordinación aparece en forma diferente – más si se trata de servicios 

especializados-, por cuanto el ejercicio de tales funciones implica, 

necesariamente, una independencia técnica, que no excluye la existencia de la 

contratación laboral (en tal sentido pueden leerse, entre otros, los fallos números 

60, de las 10:00 horas del 20 de febrero; 365 de las 10:10 horas del 24 de julio y 

540, de las 9:50 horas del 6 de noviembre, todos del 2002). Como se apuntó, la 

subordinación sigue siendo el criterio de distinción entre el contrato de trabajo y 

otras figuras afines.” 31 

 

En la jurisprudencia enunciada muestra la aplicación de la normatividad laboral y 

civil a las profesiones liberales, debido a que en algunas ocasiones se pueden 

desarrollar sin la necesidad de que se preste el servicio personalmente y bajo una 

subordinación lo que conlleva que no se genere la relación laboral, pero a su vez 

enuncia la Corte que estas profesiones pueden estar contratadas o desarrollando 

su labor mediante actitudes que generen la existencia de la relación laboral y por 

ende un contrato de trabajo, en especial por la presencia de la subordinación. Lo 

                                            
31Corte Suprema de Justicia de Costa Rica. Sala Segunda. Voto #254 de las 11.05 horas del 20 de abril del 
2007. 
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anterior permite evidenciar que para el ordenamiento jurídico costarricense lo 

primordial es que se demuestre a través de cualquier medio probatorio la 

existencia de la subordinación en el desarrollo de la labor encomendada, para que 

de esta manera se pueda diferenciar la relación laboral de la que es netamente 

civil. 

 

Pero es necesario enunciar que la legislación positiva también regula el contrato 

de trabajo identificando los elementos que lo componen, ya que en el artículo 18 

del Código de Trabajo dispone que ¨Contrato individual de trabajo, sea cual fuere 

su denominación, es todo aquél en que una persona se obliga a prestar a otra sus 

servicios o a ejecutarle una obra, bajo la dependencia permanente y dirección 

inmediata o delegada de ésta, y por una remuneración de cualquier clase o forma.  

Se presume la existencia de este contrato entre el trabajador que presta sus 

servicios y la persona que los recibe.¨32 

Es decir que el desarrollo jurisprudencial se origina y basa en el artículo precitado 

y es por ello que se asimila el marco normativo correspondiente con el Estado 

colombiano donde se genera la presunción legal de la existencia del contrato 

realidad y donde se puede determinar que existe una línea de pensamiento 

jurídico desarrollado en América latina respecto a esta problemática, donde se han 

desarrollado diversas teorías, pero con un mismo camino el cual es proteger y 

salvaguardar la figura jurídica del contrato de trabajo y a su vez a los trabajadores.  

 

2.1.4 Primacía de la realidad en Perú. En este Estado es de suma importancia el 

principio de la primacía de la realidad que se ha tenido que acoger en el 

ordenamiento jurídico a través de la doctrina de las Altas Cortes, como se puede 

evidenciar en la sentencia 991 de 2000 proferida por El Tribunal Constitucional, en 

                                            
32COSTA RICA. Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, Código del Trabajo, versión 2014, pág. 13. 
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el que enuncia que: “en virtud del principio de la primacía de la realidad, resulta 

evidente que las labores, al margen del texto de los contratos respectivos, han 

tenido características de subordinación, dependencia y permanencia, de modo 

que no es correcto considerar que la relación laboral mencionada tuvo carácter 

eventual. El principio de primacía de la realidad es un elemento implícito en 

nuestro ordenamiento y, concretamente, impuesto por la propia naturaleza tuitiva 

de nuestra Constitución del Trabajo, que ha visto este como un deber y 

un derecho., base del bienestar social, y medio de la realización de la persona 

(artículo 22º) y, además, como un objetivo de atención prioritaria del Estado 

(artículo 23°). Dicho de otro modo, el tratamiento constitucional de una relación 

laboral impone que sea enfocado precisamente en estos términos”.33 

 

Basado en esta decisión tomada, se generó una línea jurisprudencial marcada, ya 

que este principio se acogió en sentencias como la 944 de 2002, la 833 de 2004 y 

la 008 de 2005, por lo que doctrinantes reconocieron este principio como básico 

en el ordenamiento jurídico peruano.  

 

En similitud con lo que sucede en el Estado colombiano, se legisló sobre el 

principio de la primacía de la realidad y se reguló en el Decreto Legislativo número 

910 Ley General de Inspecciones de Trabajo en su artículo tercero, el que se 

terminó de desarrollar por medio del artículo tercero del Decreto Supremo 020 – 

2001 y en el Reglamento de la Ley de Inspecciones de Trabajo en el artículo 

noveno, lo que fue modificado por el Decreto Supremo 010 – 2004. En estos 

momentos el principio es reconocido en el ordenamiento jurídico positivo en la Ley 

28806 en su artículo segundo Nueva Ley General de Inspecciones de Trabajo, 

que dispone: “Artículo 2º.- Principios ordenadores que rigen el Sistema de 

Inspección del Trabajo 

 

                                            
33 Tribunal Constitucional de Perú. Sentencia 991 de 2000.  
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El funcionamiento y la actuación del Sistema de Inspección del Trabajo, así como 

de los servidores que lo integran, se regirán por los siguientes principios 

ordenadores: 

(…) 

 

2. Primacía de la Realidad, en caso de discordancia, entre los hechos 

constatados y los hechos reflejados en los documentos formales debe siempre 

privilegiarse los hechos constatados. (…)”34 

 

A su vez, el artículo tercero del Decreto Supremo 019-2006 reglamentó la norma 

citada y rige bajo los siguientes términos: “Artículo 3.- Principios ordenadores 

del Sistema de Inspección del Trabajo 

 

De conformidad con lo establecido por el artículo 2 de la Ley, el funcionamiento y 

la actuación del Sistema de Inspección de Trabajo, así como de los servidores 

públicos que lo integran, se regirán por los principios de legalidad, primacía de la 

realidad, imparcialidad y objetividad, equidad, autonomía técnica y funcional, 

jerarquía, eficacia, unidad de función y de actuación, confidencialidad, lealtad, 

probidad, sigilo profesional y honestidad y celeridad”35 

 

Dicha normatividad se originó para regular el procedimiento de las Inspecciones 

del Trabajo, es decir la aplicabilidad de la norma adjetiva, pero que su desarrollo 

se basa en el derecho sustantivo especificado en el Decreto Legislativo Nº 728, 

que es la Ley de productividad y competitividad laboral, donde se dispone que “En 

                                            
34 PERÚ. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 28806 (22 de julio de 2006) por la que se establecen los 
principios, finalidades y normas de alcance general que ordenan el Sistema de Inspección de Trabajo, 
regulando su composición, estructura orgánica, facultades y competencias, a fin de que la Administración del 
Trabajo y sus servicios inspectivos puedan cumplir su función como garante del cumplimiento de las normas 
sociolaborales. 

35 PERÚ. PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. Decreto Supremo 019-2006, (29 de octubre de 2006) por 
cuanto existen aspectos y detalles pendientes, a ser  desarrolladas a través de un reglamento. 
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toda prestación personal de servicios remunerados y subordinados, se presume la 

existencia de un contrato de trabajo a plazo indeterminado.” 36 

 

Lo que efectivamente demuestra que el Estado de Perú establece doctrinaria, 

jurisprudencial y legalmente el principio de la primacía de la realidad sobre las 

formas, debido a que se ha determinado que las normas positivas han fijado unos 

preceptos para que se desarrollé a cabalidad el contrato realidad y para que se 

origine este sea necesaria la presencia de la prestación personal del servicio, con 

subordinación y ante todo que se presente la remuneración por lo cual es evidente 

la misma línea que se ha venido desarrollando en los Estados analizados con 

antelación y a su vez en primer orden con el Estado colombiano. 

 

Sobre las divergencias presentadas se puede verificar que son muy pocas y que 

solamente en el Estado en estudio la legislación laboral se encuentra desarrollada 

en múltiples leyes y no en un compendio especial como un código, pero a pesar 

de ello en esto procura que se genere una regulación de todo lo necesario en el 

aspecto del derecho laboral. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                            
36

PERÚ. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Decreto Legislativo Nº 728, Ley de productividad y competitividad 

laboral, pág. 2. 
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CONCLUSIONES 

 

En el desarrollo analítico sobre la legislación, jurisprudencia y doctrina que ha 

tratado el principio de primacía de la realidad se logra establecer que aún cuando 

este principio ha sido tratado por la Organización Internacional del Trabajo y se 

encuentra plasmado en la normatividad colombiana, en muchos casos es 

transgredido por empleadores que utilizan mecanismos para tratar de desconocer 

los derechos laborales que la Constitución y la Ley les ha otorgado a los 

trabajadores. 

 

Se demuestra que el contrato de prestación de servicios ha sido uno de esos 

mecanismos utilizados por las empresas para omitir pagar al trabajador la 

seguridad social y las prestaciones sociales a las que tiene derecho. En muchos 

casos  quedó claro que cuando un trabajador cumple con los tres elementos 

esenciales  del contrato como son, la prestación personal del servicio, la 

subordinación (que se puede percibir en el impartimiento de órdenes, imposición 

de horarios de trabajo por parte del empleador y otras formas adicionales donde 

se puede evidenciar la presencia de este elemento) y el pago de una 

remuneración, se está frente a un contrato de trabajo, en el cual el empleador 

debe cumplir con todas las obligaciones impuestas por el legislador, a través de 

las diversas leyes laborales, como a su vez en la Constitución Política 

Colombiana. 

 

Las características del contrato de prestación de servicios son muy diferentes a las 

del contrato de trabajo debido a que en este no se le subordina al contratista, no 

se le impone un horario y no es necesaria la prestación personal del servicio, ya 

que este puede ser delegado, razón por la cual se desconfigura de inmediato la 

existencia de una relación laboral; a su vez en el contrato de prestación de 

servicios el pago de la seguridad social debe asumirlo el contratista, pero con la 

salvedad de que existe solidaridad entre el contratante y el verdadero empleador 
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en caso de que se determine que no se han realizado los pagos de las 

prestaciones y salarios de los contratistas y de existir alguna controversia en ellos 

es competente la jurisdicción ordinaria civil. 

 

Dadas estas características es que este tipo de contrato es utilizado para encubrir 

el contrato de trabajo, puesto que el trabajador suscribe un contrato escrito 

denominado de prestación de servicios, pero en realidad este desarrolla en su 

trabajo los elementos propios de la relación laboral y consecuencialmente se 

origina la existencia del contrato de trabajo. 

 

Igualmente se determina que otra figura jurídica que se utiliza para la 

desnaturalización de la relación laboral es el convenio cooperativo mediante el 

cual se realiza la denominada intermediación laboral, en el entendido de que el 

trabajador suscribe un convenio con una cooperativa de trabajo asociado y esta 

contrataba la prestación de los servicios laborales de su asociado con una 

empresa tercera. En este caso el trabajador al igual que en el contrato de 

prestación de servicios cumplía con los elementos propios del contrato de trabajo 

pero de manera irregular simulaban que el trabajador no tenía ningún tipo de 

vínculo contractual con la empresa en la cual realizaba su labor. 

 

Del mismo modo se debe enunciar que mediante la intermediación laboral se 

desconocieron muchos derechos a los trabajadores, entre ellos el derecho a la 

seguridad social y las prestaciones sociales. 

 

En cuanto al análisis de la jurisprudencia se establece que efectivamente en 

Colombia se transgrede el principio de primacía de la realidad por parte de 

algunos empleadores, por lo que la Corte Constitucional y la Corte Suprema de 

Justicia estuvieron obligadas a fallar aplicando el contrato realidad, en 

circunstancias en las cuales el contrato de trabajo fue encubierto por los 
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empleadores  bajo la figura del contrato de prestación de servicios o el convenio 

cooperativo para tratar de disminuir los derechos del trabajador. 

Además de ello, al analizar la jurisprudencia internacional se evidencia que el 

principio de primacía de la realidad se aplica en otros Estados, tales como Chile, 

Costa Rica, Venezuela y Perú y que a su vez se vulneran los derechos de los 

trabajadores bajo un obrar similar por parte de los empleadores de estos Estados, 

determinando unos elementos importantes que se enuncian a continuación: 

Chile Costa Rica Perú Venezuela 

- Es 
denominado 
principio de la 
primacía de la 
realidad. 
 
- Se configura 
con prestar 
servicios 
personales bajo 
dependencia y 
subordinación 
del empleador, 
y el pago por 
estos servicios 
de una 
remuneración 
determinada. 

 
- Existe la 
presunción 
legal de 
existencia de 
contrato de 
trabajo. 
 
- Está dispuesto 
en la Ley y la 
Jurisprudencia. 
 

- El principal 
elemento para que 
se configure es la 
subordinación. 
 
- Se configura 
cuando una 
persona se obliga 
a prestar a otra sus 
servicios o a 
ejecutarle una 
obra, bajo la 
dependencia 
permanente y 
dirección inmediata 
o delegada de 
ésta, y por una 
remuneración de 
cualquier clase o 
forma. 

 
- Se presume la 
existencia de este 
contrato entre el 
trabajador que 
presta sus 
servicios y la 
persona que los 
recibe. 

 
- Está dispuesto 
en la Ley y la 
Jurisprudencia. 

- Es 
denominado 
el Principio de 
la primacía de 
la realidad  

 
- Está 
dispuesto en 
la Ley y la 
Jurisprudenci
a. 
 
- Se 
configura 
con la 
prestación 
personal de 
servicios 
remunerados 
y 
subordinado
s. 
 

- Se 
presume la 
existencia del 
contrato de 
trabajo por un 
término 
indeterminado
. 

 

- Es denominado el 
principio constitucional 
de la realidad de los 
hechos sobre las 
formas o apariencias. 
 

- La parte demandada 
debe desvirtuar la 
presunción legal. 

 
- Se configura con la 
condición de 
trabajador por cuenta 
ajena, bajo la 
dependencia y con 
una remuneración. 

 
- Se puede determinar 
la existencia del 
contrato realidad 
mediante el test de 
dependencia. 

 
- El principal elemento 
para que se configure 
es la dependencia 
entre los contratantes. 

 
- Está dispuesto en la 
Ley y en la 
Jurisprudencia. 
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Sin embargo es importante recalcar que en estos países así como se vulneran los 

derechos de muchos trabajadores al no reconocer sus prestaciones sociales y el 

pago de la Seguridad Social, los Altos Tribunales se han empeñado en dejar en 

evidencia estos manejos jurídicos que violentan flagrantemente el derecho al 

trabajo y por ende han sido garantes en la protección de los derechos de los 

trabajadores mediante la aplicación de la primacía de la realidad. 

 

Conforme a ello en los Estados estudiados se verificó que ya existe normatividad 

positiva que regule el tema y que les permita a las Altas Cortes poder desarrollar 

en su totalidad una línea jurisprudencial basada en lo denotado por la legislación 

vigente. 
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